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En este último supuesto, el resultado de las actuaciones
complementarias se documentará en acta, la cual se tramitará
con arreglo a su naturaleza.

2. Si en la propuesta de liquidación formulada en el acta se
observase error de la apreciación de los hechos en que se funda
o indebida aplicación de las normas jurídicas, el Órgano
competente acordará de forma motivada la iniciación del
correspondíente expediente administrativo, notificándolo al
interesado dentro del plazo de un mes a que se refiere el apartado
anterior.

El interesado podrá formular las alegaciones que estime
convenientes, dentro de los quince días siguientes a la notificación
del acuerdo adoptado.

Transcurrido el plazo de alegaciones, en los quince días
siguientes se dictará la liquidación que corresponda.

3. Cuando el acta sea de disconformidad, la Administración
Municipal, a la vista del acta y su informe y de las alegaciones
formuladas, en su caso, por el interesado, dictará el acto
administrativo que corresponda dentro del mes siguiente al término
del plazo para formular alegaciones.

Asimismo, dentro del mismo plazo para resolver, podrá
acordarse que se complete el expediente en cualquiera de sus
extremos, practicándose por la Inspección las actuaciones que
procedan en un plazo no superior a tres meses. En este caso, el
acuerdo adoptado se notificará al interesado e interrumpirá el
cómputo del plazo para resolver. Terminadas las actuaciones
complementarias, se documentarán según proceda a tenor de
sus resultados. Si se incoase acta, ésta sustituirá en todos sus
extremos a la anteriormente formalizada y se tramitará según
proceda; en otro caso, se pondrá de nuevo el expediente completo
de manifiesto al interesado por un plazo de quince dias,
resolviendo la Administración dentro del mes siguiente.

4. Las liquidaciones tributarias producidas conforme a la
propuesta contenida en un acta de conformidad y los demás
actos de liquidación dictados a consecuencia de actuación
inspectora, serán recurribles en reposición.

No podrán impugnarse las actas de conformidad, sino
únicamente las liquidaciones tributarias, definitivas o provisionales,
resultantes de aquéllas.

En ningún caso podrán impugnarse por el obligado tributario los
hechos y los elementos determinantes de las bases tributarias
respecto de los que dio su conformidad, salvo que pruebe haber
incurrido en error de hecho.

Artículo 99.
Estimación indirecta de bases:
1. Cuando proceda la regularización de la situación tributaria de

un sujeto pasivo mediante la determinación de sus bases imponibles
a través del procedimiento de estimación indirecta, el actuario
propondrá su aplicación en base a las diligencias levantadas. A la
propuesta se acompañará informe sobre las bases estimadas y
las deudas tributarias correspondientes, detallando los fundamentos
de la aplicación del régimen de estimación indirecta, y los índices,
ratios y módulos empleados y los cálculos realizados para estimar
las bases imponibles que se proponen.

2. La aplicación del régimen de estimación indirecta no requerirá
acto administrativo previo que así lo declare.

3. Sin embargo, el Órgano competente deberá dictar acto
administrativo de fijación de bases y de liquidación tributaria que
proceda, previa puesta de manifiesto del expediente, en este
último caso, al interesado.

Artículo 100.
1. El ejercicio de las funciones propias de la Inspección de los

Tributos se adecuará a los correspondientes planes de inspección,
sin perjuicio de la iniciativa de los inspectores actuarios de acuerdo
con los criterios de eficacia y oportunidad.

2. Los planes de inspección establecen criterios sectoriales o
territoriales, cuantitativos o comparativos, o bien de cualquier
otra especie que hayan de servir para seleccionar a los sujetos
pasivos y obligados tributarios acerca de los cuales deban
efectuarse las actuaciones inspectoras de comprobación e
investigación o de obtención de información.

3. Los planes de inspección tendrán la extensión temporal que
en cada caso determine el órgano competente para su aprobación.

4. Los planes de inspección tienen, en general, carácter
reservado y no serán objeto de publicidad. No obstante, los criterios

que informan cada año el Plan Municipal de Inspección deberán
hacerse públicos por la Administración Tributaria.

Artículo 101.
Corresponde a la Alcaldia, sin perjuicio de las delegaciones que

conforme a las leyes pueda realizar, la aprobación de los siguientes
planes:

a) El Plan Municipal de Inspección, que establece los criterios
generales para determinar las actuaciones a realizar por los ór­
ganos municipales competentes en materia de inspección
tributaria.

b) Los Planes Especiales de Actuación mediante los cuales se
articulan actuaciones sectoriales o territoriales específicas no
contempladas en el Plan Municipal de Inspección.

c) Los Planes de Colaboración en los que se perfilan las
actuaciones conjuntas o coordinadas en materia de inspección
tributaria a realizar por la Administración Municipal en colaboración
con las Administraciones Tributarias del Estado, de las
Comunidades Autónomas y de otras Entidades Locales.

DISPOSICiÓN ADICIONAL
En todo lo no previsto en el Titulo IV de esta Ordenanza se

estará a lo establecido en la Ley de Derechos y Garantias de los
Contribuyentes, en el Reglamento General de Inspección de
Tributos, aprobado por el Real Decreto 939/1986, de 25 de abril,
y en las demás disposiciones dictadas en desarrollo de la Ley
General Tributaria y del resto de las leyes del Estado reguladoras
de la materia.

DISPOSICIONES FINALES
Primera. La clasificación de vías públicas que aparece como

anexo ha de consíderarse a todos los efectos parte integrante de
esta Ordenanza Fiscal General de Gestión, Recaudación e
Inspección.

Segunda. La presente Ordenanza comienza a regir el día 1 de
enero de 2.005 y se mantendrá en vigor mientras no se acuerde
su derogación o modificación expresas.

BUJALANCE
Núm. 11.887

Transcurrido el plazo de exposición al público del acuerdo de
modificación de las Ordenanzas fiscales reguladoras del Impuesto
sobre Bienes Inmuebles, sobre Actividades Económicas, sobre
Vehículos de Tracción Mecánica, sobre Construcciones, Instala­
ciones y Obras y sobre el incremento de valor de los terrenos de
naturaleza urbana, y no habiéndose presentado, dentro del mis­
mo, reclamación alguna, dicho acuerdo queda elevado a definiti­
vo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 del RDL 21
2.004, de 5 de marzo.

Contra el presente acuerdo, las personas legitimadas, podrán
interponer Recurso Contencioso-Administrativo, en el plazo de
dos meses contados desde el día siguiente a su publicación.

Bujalance, 28 de diciembre de 2005.- El Alcalde, Rafael Cañe­
te Marfil.

ANEXO
ORDENANZA REGULADORA DEL IMPUESTO SOBRE

BIENES INMUEBLES
Artículo 1.- Fundamento legal.
En virtud del artículo 106 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,

Reguladora de las Bases del Régimen Local, y de los artículos 15
a 19 y 59.1.a) del Real Decreto Legislativo 212004, de 5 de marzo,
por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley Reguladora de
las Haciendas Locales, este Ayuntamiento establece la presente
Ordenanza Fiscal reguladora del Impuesto sobre Bienes
Inmuebles.

Artículo 2.- Naturaleza y hecho imponible.
1.- El Impuesto sobre Bienes Inmuebles es un tributo directo de

carácter real que grava el valor de los bienes inmuebles.
2.- El hecho imponible está constituido por la titularidad de los

siguientes derechos sobre bienes ínmuebles rústicos y urbanos,
y sobre los inmuebles de características especiales:

a) De una concesión administrativa sobre los propios bienes o
sobre los servicios públicos a que se hallen afectos.

b) De un derecho real de superficie.
c) De un derecho real de usufructo.
d) Del derecho de propiedad.
3.- La realización del hecho imponible que corresponda de en­

tre los definidos en el apartado anterior por el orden en él estable-
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cido determinará la no sujeción del inmueble a las restantes mo­
dalidades en él previstas.

Artículo 3.- Tiene la consideración de bien inmueble la parcela
o porción de suelo de una misma naturaleza, enclavada en el
término municipal y cerrada por una línea poligonal que delimita el
ámbito espacial del derecho de propiedad y, en su caso, las cons­
trucciones emplazadas en dicho ámbito.

Tendrán también la consideración de bienes inmuebles los dife­
rentes elementos privativos de los edificios que sean suscepti­
bles de aprovechamiento independiente, sometidos al régimen
especial de propiedad horizontal, asi como el conjunto constituido
por diferentes elementos privativos mutuamente vinculados y
adquiridos en unidad de acto y, en las condiciones que
reglamentariamente se determinen, los trasteros y las plazas de
estacionamiento en "pro indiviso" adscritos al uso y disfrute ex­
clusivo y permanente de un titular; lo bienes comprendidos en el
arto 8 del Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el
que se aprobó el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobi­
liario; y el ámbito espacial de un derecho de superficie y el de una
concesión administrativa sobre bienes inmuebles o sobre los
servicios públicos a los que se hallen afectos, salvo que se den
los supuestos anteriores.

Tendrán consideración de construcciones:
a) Los edificios, sean cualesquiera los materiales de que es­

tén constituidos y el uso a que se destinen, siempre que se
encuentren unidos permanentemente al suelo y con indepen­
dencia de que se alcen sobre su superficie o se hallen enclava­
dos en el subsuelo y de que puedan ser transportados o des­
montados.

b) Las instalaciones industriales, comerciales, deportivas, de
recreo, agrícolas, ganaderas, forestales y piscicolas de agua
dulce, considerándose como tales, entre, otros, los diques, tan­
ques, cargaderos, muelles, pantalanes e invernaderos, y exclu­
yéndose en todo caso la maquinaria y el utillaje.

c) Las obras de urbanización y de mejora, tales como las
explanaciones, y las que se realicen para el uso de los espacios
descubiertos, como son los recintos destinados a mercados, los
depósitos al aire libre, los campos para la práctica de deporte, los
estacionamientos y los espacios anejos o accesorios a los edifi­
cios e instalaciones.

No tendrán la consideración de construcciones aquellas obras
de urbanización o mejora que reglamentariamente se determi­
nen, sin perjuicio de que su valor deba incorporarse al del bien
inmueble como parte inherente al valor del suelo, ni los tinglados
o cobertizos de pequeña entidad.

Artículo 4.- A los efectos de este impuesto, el carácter urbano
o rústico del inmueble dependerá de la naturaleza del suelo.

a) Se entiende por suelo de naturaleza urbana el clasificado por
el planeamiento urbanistico como urbano; los terrenos que ten­
gan la consideración de urbanizables según el planeamiento y
estén incluidos en sectores, asi como el resto del suelo clasifica­
do como urbanizable a partir del momento de aprobación del
instrumento urbanistico que lo desarrolle, y el que reúna las ca­
racterísticas contenidas en el arto 8 de la Ley 6/1998, de 13 de
abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones.

Tendrán la misma consideración aquellos suelos en los que
puedan ejercerse facultades urbanísticas equivalentes a las an­
teriores según la legislación autonómica.

Se exceptúa de la consideración de suelo de naturaleza urba­
na el que integre los bienes inmuebles de características espe­
ciales.

b) Se entiende por suelo de naturaleza rústica aquel que no sea
de naturaleza urbana conforme a lo dispuesto en el apartado
anterior, ni esté integrado en un bien inmueble de caracteristicas
especiales.

c) Tendrán consideración de bienes inmuebles de característi­
cas especiales aquellos que constituyan un conjunto complejo de
uso especializado, integrado por suelo, edificios, instalaciones y
obras de urbanización y mejora que, por su carácter unitario y
por estar ligado de forma definitiva para su funcionamiento, se
configura a efectos catastrales como un único bien inmueble.

Se consideran bienes inmuebles de características especiales
los comprendidos en los siguientes grupos:

a) Los destinados a la producción de energia eléctrica y gas y
al refino de petróleo, y las centrales nucleares.

b) Las presas, saltos de agua y embalses, incluido su lecho o
vaso, excepto las destinadas exclusivamente al riego.

c) Las autopistas, carreteras y túneles de peaje.
d) Los aeropuertos y puertos comerciales.
Artículo 5.- Exenciones.
1.- Están exentos de este impuesto los siguientes bíenes:
a) Los que sean propiedad del Estado, de las Comunidades Autóno­

mas o de las Entidades Locales que estén directamente afectos a la
seguridad ciudadana y a los servicios educativos y penitenciarios, asi
como los del Estado afectos a la defensa nacional.

b) Los bienes comunales y los montes vecinales en mano
común.

c) Los de la Iglesia Católica, en los términos previstos en el
Acuerdo entre el Estado Español y la Santa Sede sobre asuntos
económicos, de fecha 3 de enero de 1979, y los de asociacio­
nes confesionales no católicas legalmente reconocidas, en los
términos establecidos en los respectivos acuerdos de coopera­
ción suscritos en virtud de lo dispuesto en el articulo 16 de la
Constitución.

d) Los de la Cruz Roja Española.
e) Los inmuebles a los que sea de aplicación la exención en

virtud de convenios internacionales en vigor y, a condición de
reciprocidad, los de los gobiernos extranjeros destinados a
su representación diplomática, consular, o a sus organismos
oficiales.

f) La superficie de los montes poblados con especies de cre­
cimiento lento reglamentariamente determinadas, cuyo princípal
aprovechamiento sea la madera o el corcho, siempre que la
densidad del arbolado sea la propia o normal de la especie de
que se trate.

g) Los terrenos ocupados por las líneas de ferrocarriles y los
edificios enclavados en los mismos terrenos, que estén dedicados
a estaciones, almacenes o a cualquier otro servicio indispensable
para la explotación de dichas lineas. No están exentos, por tanto,
los establecimientos de hostelería, espectáculos, comerciales y
de esparcimiento, las casas destinadas a viviendas de los emplea­
dos, las oficinas de la dirección, ni las instalaciones fabriles.

h) Los bienes de naturaleza urbana cuya base ímponible sea
inferior a 601 '01 euros, así como los de naturaleza rústica, cuan­
do para cada sujeto pasivo la base imponible correspondiente a la
totalidad de sus bienes rústicos sitos en el Municipio sea inferior
a 1.202'02 euros.

i) Los centro docentes privados acogidos al régimen de con­
ciertos educativos, en tanto mantengan su condición de centros
total o parcialmente concertados.

2.- Asimismo, previa solicitud, estarán exentos:
a) Los bienes inmuebles que se destinen a la enseñanza

por centros docentes acogidos, total o parcialmente, al régi­
men educativo, en cuanto a la superficie afectada a la ense­
ñanza concertada.

Esta exención deberá ser compensada por la Administración
competente.

b) Los declarados expresa o individualmente monumento o
jardín histórico de interés cultural, mediante real decreto en la
forma establecida por el artículo 9 de la Ley 16/1985, de 25 de
junio, e inscritos en el registro general a que se refiere su artículo
12 como integrantes del Patrimonio Histórico Español; así como
los comprendidos en las disposiciones adicionales, primera, se­
gunda y quinta de dicha Ley.

Esta exención no alcanzará a cualesquiera clase de bienes
urbanos ubicados dentro del perímetro delimitativo de las zonas
arqueológicas y sitios y conjuntos histórícos, globalmente inte­
grados en ellos, sino, exclusivamente a los que reúnan las si­
guientes condiciones:

e) En zonas arqueológicas, los incluidos como objeto de espe­
cial protección en el instrumento de planeamiento urbanístico a
que se refiere el articulo 20 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del
Patrimonio Histórico Español.

f) En sitios o conjuntos históricos, los que cuenten con una
antigüedad igualo superior a cincuenta años y estén incluidos en
el Catálogo previsto en el Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio,
por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento para desa­
rrollo y aplicación de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordena­
ción Urbana, como objeto de protección integral en los términos
previstos en el arto 21 de la Ley 16/1985, de 25 de junio.
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c) La superiicie de los montes en que se realicen repoblacio­
nes forestales o regeneración de masas arboladas sujetas a
proyectos de ordenación o planes técnicos aprobados por la
Administración forestal. Esta exención tendrá una duración de 15
años, contados a partir del período impositivo siguiente a aquél en
que se realice su solicitud.

Articulo 6.- Sujeto pasivo.
Son sujetos pasivos de este impuesto las personas físicas o

juridicas, las herencias yacentes, comunidades de bienes y
demás entidades que, carentes de personalidad juridica, cons­
tituyen una unidad económica o un patrimonio separado sus­
ceptibles de imposición, que ostenten la titularidad del derecho
que, en cada caso, sea constitutivo del hecho imponible de este
impuesto.

Artículo 7.- Base imponible.
La base imponible de este impuesto estará constituida por el

valor catastral de los bienes inmuebles, que se determinará, no­
tificará y será susceptible de impugnación conforme a lo dispues­
to en las normas reguladoras del Catastro Inmobiliario.

Artículo 8.- Base liquidable.
La base liquidable de este impuesto será el resultado de prac­

ticar, en su caso, la reducción a que se refieren los arts. 67 a 70
del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas
Locales.

Articulo 9.- Cuotas íntegra y líquida.
1.- La cuota íntegra de este impuesto será el resultado de

aplicar a la base liquidable el tipo de gravamen que corresponda
en función de la naturaleza del inmueble:

g) El tipo de gravamen, cuando se trate de bienes de naturale­
za urbana será el 0,9785%.

h) El tipo de gravamen, cuando se trate de bienes de naturale­
za rústica será el 0,9785%.

i) El tipo de gravamen aplicable a los bienes de característi­
cas especiales será de 0,80%.

2.- La cuota líquida se obtendrá minorando la cuota integra en
el importe de las bonificaciones que se contemplan en el artículo
siguiente.

Articulo 10.- Bonificaciones.
1.- Tendrán derecho a una bonificación del 50% en la cuota

íntegra del impuesto, siempre que así se solicite por los interesa­
dos antes del inicio de las obras, los inmuebles que constituyan el
objeto de la actividad de las empresas de urbanización, construc­
ción y promoción inmobiliaria tanto de obra nueva como de reha­
bilitación equiparable a ésta, y no figuren entre los bienes de su
inmovilizado.

El plazo de aplicación de esta bonificación comprenderá desde
el período impositivo siguiente a aquel en que se inicien las obras
hasta el posterior a su terminación, siempre que durante ese
tiempo se realicen obras de urbanización o construcción efecti­
va, y sin que, en ningún caso, pueda exceder de tres períodos
impositivos.

2.- Tendrán derecho a una bonificación del 50% en la cuota
íntegra del Impuesto, durante los tres períodos impositivos si­
guientes al del otorgamiento de la calificación definitiva, las vivien­
das de protección oficial y las que resulten equiparables a éstas
conforme a la normativa autonómica.

Esta bonificación se concederá a petición del interesado, la
cual podrá efectuarse en cualquier momento anterior a la termi­
nación de los tres períodos impositivos de duración de aquélla y
surtirá efectos, en su caso, desde el período impositivo siguiente
a aquel en que se solicite

3.- Tendrán derecho a una bonificación del 95% de la cuota
íntegra y, en su caso, del recargo del impuesto a que se refíere
el artículo 153 del Texto Refundido de la Ley de Haciendas Lo­
cales, los bienes rústícos de las cooperativas agrarias y de
explotación comunitaria de la tierra, en los términos estableci­
dos en la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen
Fiscal de las Cooperativas.

4.- Las bonificaciones contempladas en los apartados prece­
dentes se aplicarán, cuando procedan, previa solicitud del in­
teresado, donde justificará y acreditará la concurrencia de los
elementos en que fundamente su petición. La aplicación de la
bonificación será acordada por el Pleno de la Corporación y
con el voto favorable de la mayoría simple de sus miembros
presentes.

Articulo 11.- Devengo.
1.- El impuesto se devengará el primer día del periodo imposi­

tivo, que coincide con el año natural.
2.- Los hechos, actos y negocios que deben ser objeto de

declaración o comunicación ante el Catastro Inmobiliario tendrán
efectividad en el devengo de este impuesto inmediatamente pos­
terior al momento en que produzcan efectos catastrales. La efec­
tividad de las inscripciones catastrales resultantes de los proce­
dimientos de valoración colectiva y de determinación del valor
catastral de los bienes inmuebles de caracteristicas especiales
coincidirá con la prevista en las normas reguladoras del Catastro
Inmobiliario.

3.- Las alteraciones concernientes a los bienes inmuebles sus­
ceptibles de inscripción catastral que tengan trascendencia a
efectos de este impuesto determinan la obligación de los sujetos
pasivos de formalizar las declaraciones conducentes a su ins­
cripción en el Catastro Inmobiliario, conforme a lo establecido en
sus normas reguladoras.

Artículo 12.- En los supuestos de cambio, por cualquier cau­
sa, en la titularidad de los derechos que constituyen el hecho
imponible de este impuesto, los bienes inmuebles objeto de di­
chos derechos quedarán afectos al pago de la totalidad de la
cuota tributaria, en régimen de responsabilidad subsidiaria, en los
términos previstos en la Ley General Tributaria.

Articulo 13.- Gestión.
1.- La liquidación y recaudación, así como la revisión de los

actos dictados en vía de gestión tributaria de este impuesto,
son competencia exclusiva de este Ayuntamiento y compren­
den las funciones de reconocimiento y denegación de exen­
ciones y bonificaciones, realización de las liquidaciones con­
ducentes a la determinación de las deudas tributarias, emisión
de los documentos de cobro, resolución de los expedientes de
devolución de ingresos indebidos, resolución de los recursos
que se interpongan contra dichos actos y actuaciones para la
asistencia e información al contribuyente referidas a las anterio­
res materias.

2.- Este impuesto se gestiona a partir de la información conte­
nida en el Padrón catastral y en los demás documentos expresi­
vos de sus variaciones elaborados al efecto por la Dirección
General del Catastro, sin perjuicio de la competencia municipal
para la calificación de inmuebles de uso residencial desocupa­
dos. Dicho Padrón, que se formará anualmente, contendrá la
información relativa a los bienes inmuebles, separadamente para
los de cada clase.

3.- Los datos contenidos en el Padrón catastral yen los demás
documentos citados deberán figurar en las listas cobratorias,
documentos de ingreso y justificantes de pago del Impuesto so­
bre Bienes Inmuebles.

4.- Las competencias que con relación al Impuesto sobre
Bienes Inmuebles atribuye al Ayuntamiento el artículo 77 del
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Loca­
les se ejercerán directamente o a través de los convenios u
otras fórmulas de colaboración que se celebren con cualquiera
de las Administraciones públicas en los términos previstos en la
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen
Local.

Articulo 14.- Infracciones y sanciones.
En todo lo relativo a la calificación de las infracciones tributarias,

así como a la determinación de las sanciones que corresponda
imponer, se estará a lo dispuesto en la Ley General Tributaria y en
las disposiciones que la complementan y desarrollan.

DISPOSICiÓN ADICIONAL
Este Ayuntamiento podrá delegar en la Comunidad Autónoma,

la Diputación Provincial u Organismo Autónomo que las indicadas
Administraciones Públicas tengan establecidos o establezcan al
efecto, las facultades de gestión, liquidación, inspección y recau­
dación tributaria que le están atribuidas por la Ley.

DISPOSICiÓN FINAL
El texto de la presente Ordenanza, cuya redacción inicial ha

sido aprobada por el Pleno de la Corporación en sesión extraor­
dinaria celebrada el día 18 de noviembre de 2005, entrará en
vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de la
Provincia, y será de aplicación a partir del 1 de enero de 2006,
permaneciendo vigente hasta su modificación o derogación
expresas.


